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1. Presentación

El adecuado funcionamiento de nuestros mercados, lo que incluye la protección de la

competencia y de los consumidores, es un objetivo fundamental del Derecho y, por tanto,

también de esta Comisión Gallega de Competencia.

Esta Autoridad Autonómica es un órgano colegiado independiente, adscrito al Instituto

Gallego del Consumo y de la Competencia, y ejerce, de acuerdo con la norma reguladora

del Instituto Gallego del Consumo y de la Competencia, de sus estatutos y demás norma-

tiva, la aplicación en la Comunidad Autónoma de Galicia de la Ley 15/2007, de 3 de julio,

de defensa de la competencia,  según los criterios establecidos por la Ley 1/2002, de

coordinación de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas en materia

de defensa de la competencia.

En la consecución de estos fines, la Comisión desempeña la función de instruir y sancio-

nar las conductas empresariales prohibidas por los artículos 1, 2 y 3 de la Ley 15/2007,

del 3 de julio, de defensa de la competencia (LDC) y que tengan efectos únicamente en la

Comunidad Autónoma de Galicia.

En particular, le corresponde a la Comisión la instrucción y la resolución de los procedi-

mientos que se tramiten sobre conductas relativas a: acuerdos, decisiones o recomenda-

ciones colectivas, o prácticas concertadas o conscientemente paralelas, prohibidas en el

artículo 1º, de la LDC; conductas de explotación abusiva por una o varias empresas de su

posición de dominio en el mercado, prohibidas por el artículo 2º de la LDC y actos de

competencia desleal que por falsear la libre competencia afecten al interés público, prohi-

bidos por el artículo 3º de la LDC.

Al mismo tiempo, la Comisión Galega da Competencia ejerce las siguientes funciones:

a) Instruir y resolver expedientes sobre conductas prohibidas por la Ley de defensa dela
competencia y de control de ayudas públicas.

b) Informar sobre cuestiones relativas a la defensa de la competencia, a solicitud del Par-
lamento de Galicia, el Consello de la Xunta de Galicia, sus consejeros o consejeras, cor-
poraciones locales de Galicia, asociaciones de personas consumidoras y usuarias o de
empresarios/as o productores/as.

c) Promover la competencia efectiva en los mercados de la Comunidad Autónoma de Ga-
licia.

d) Realizar estudios y trabajos de investigación de los sectores económicos, analizando
la situación y el grado de competencia de cada uno de ellos, así como la existencia de
prácticas restrictivas, y recomendar la adopción de medidas conducentes a la remoción
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de los obstáculos en los que se ampare la restricción en el marco de la política económi-
ca general de la Comunidad Autónoma de Galicia.

e) Actuar como órgano de asesoramiento de la Administración autonómica en materia de
defensa de la competencia.

f) Informar de modo preceptivo no vinculante sobre los anteproyectos de ley y proyectos
de otras disposiciones autonómicas de carácter general que puedan tener algún efecto
sobre la competencia efectiva en los mercados.

g) Vigilar el funcionamiento competitivo de los mercados para garantizar los niveles de
competencia efectiva en los mismos en beneficio de las personas consumidoras y usua-
rias de Galicia.

h) Elaborar informes en el marco de la Ley de defensa de la competencia en materia de
ayudas públicas.

i) Imponer multas sancionadoras y coercitivas y adoptar otras medidas de ejecución for-
zosa previstas en la normativa vigente, en los términos previstos en la Ley de defensa de
la competencia.

j) Sancionar los comportamientos anti competitivos producidos en el ámbito de la contra-
tación del sector público, en particular, los comunicados por los órganos de contratación,
la Xunta Consultiva de Contratación Administrativa de Galicia y los órganos competentes
para resolver el recurso especial en materia de contratación, de acuerdo con lo dispuesto
en el artículo 23, apartado 3 de la Ley 14/2013, de 26 de diciembre, de racionalización del
sector público autonómico.

k) Impugnar los actos y disposiciones generales de rango inferior a la ley de las adminis-
traciones públicas autonómica y locales de la Comunidad Autónoma de Galicia sujetas a
derecho administrativo, de los que deriven obstáculos a la competencia efectiva en los
mercados.

l) Realizar las funciones de arbitraje entre operadores económicos, de acuerdo con la Ley
de defensa de la competencia.

m) Realizar funciones de colaboración y coordinación con la Comisión Nacional de los
Mercados y de la Competencia, los órganos judiciales y los organismos reguladores.

n) Emitir informe acerca de la posible vulneración de la normativa de unidad de mercado
en aquellos casos que se consideren de interés para el mantenimiento o defensa de la li-
bre competencia en la Comunidad Autónoma de Galicia.

Esta memoria recoge su actividad a lo largo del año 2021. Ese año se incorporó como vo-

cal María Teresa Cancelo Márquez que fue nombrada por el Decreto 124/2021, del 16 de

septiembre. De esta manera están cubiertos los tres puestos del Pleno previstos en la

normativa que regula la CGC. Durante el año 2021, el Pleno se ha reunido en 13 ocasio-

nes y ello ha tenido como resultado las acciones que se detallarán a continuación.

Así, esta memoria se dividirá en cuatro apartados, siendo el segundo el de principal rele-

vancia, con dos sub-capítulos, el primero respecto a promoción de la competencia y, el

segundo, sobre su defensa. En el primero de los referidos sub-capítulos se incluirán, no

solo  los  informes  más específicos  sobre  promoción  de la  competencia,  sino  también
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aquellos de carácter consultivo y normativo, por entenderse que asimismo conforman y

enriquecen dicha función.
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2. Análisis de actividades de la CGC durante el año 2021

2.1. Actividades de promoción de defensa de la competencia

Las siguientes tablas representan la actividad de la CGC en materia de promoción

de  la  competencia,  lo  que  abarca  tanto  el  desarrollo  de  informes  específicos  de

promoción  de  la  competencia  (IPRO),  de  función  consultiva  (IFC),  y  de  proyectos

normativos (IPN), como las actividades de difusión.

INFORMES
Nº TIPO FECHA NOMBRE
1/2021 Promoción de la

competencia
(IPRO)

12/02/2021 Observaciones  desde  el  punto  de
vista de la competencia a la apertura
como comercio esencial de los esta-
blecimientos con actividad minorista
de alimentación

EXTRACTO
El presente informe se emitió de oficio, a partir del conocimiento que la Comisión Galle-
ga de la Competencia tuvo sobre la pretensión de cerrar determinados establecimien-
tos comerciales como consecuencia del incumplimiento de las medidas legislativas au-
tonómicas y nacionales de contención aprobadas en el marco de la crisis sanitaria. En
la medida que se trataba de la “comercialización de artículos de confitería y dulces” se
entendía que no eran actividades comerciales con predominio en productos alimenti-
cios y por lo tanto debía cerrar su actividad a las 18:00 horas, en lugar de a las 21:30
horas, como se permitió a los establecimientos no especializados con predominio de
alimentos, bebidas y tabaco.  

La cuestión que se abordó fue si los primeros, aquellos dedicados a la “comercializa-
ción de artículos de confitería y dulces”, encuadrándose en la categoría de “estableci-
mientos no especializados”, se sustentaba la obligación de que tuvieran que cerrar a
las 18:00 horas, en lugar de a las 21:30 h.

Del análisis de los precedentes normativos, de la finalidad de la norma y, asimismo, de
aquellas consideraciones de carácter general, se llegó a la conclusión de que: i) no
pudo considerarse desde un punto de vista jurídico que los productos genéricamente
denominados como de “confitería y dulces” no fueran productos alimentarios; ii) por
consiguiente, pareció razonable y ajustado a los principios de libre mercado, competen-
cia y resto de normativa en vigor, incluidas evidentemente las medidas de contención
del COVID-19, que los establecimientos en cuestión pudieran abrir hasta las 21:30 ho-
ras, especialmente cuando en otros establecimientos se estaban ofertando sin restric-
ción horaria; y iii) esta decisión se tomó sin perjuicio de las obligaciones normativas vi-
gentes para la erradicación y control de la pandemia, pero no obviando tampoco la ne-
cesidad de asegurar una complementariedad de los sistemas de distribución y las bue-
nas prácticas comerciales en un escenario de libre competencia, todo ello con el firme

5



propósito de brindar el mejor servicio y en las mejores condiciones al consumidor, per-
mitiéndole unas condiciones de mercado adecuadas para la mejor elección de acuerdo
a sus intereses y prioridades. En palabras textuales «[…] De esta forma, los consumi-
dores y usuarios podrán acceder a una mejora continua de precios, calidad de produc-
tos, atención y servicio dispensados en los establecimientos, así como en el resto de
las condiciones de la oferta.»
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Nº TIPO FECHA NOMBRE
2/2021 Promoción de la

competencia
(IPRO)

1/10/2021 Sobre  las  compensaciones  percibi-
das por la concesionaria de la Auto-
pista  del  Atlántico  (AP-9)  a  conse-
cuencia de las obras de ampliación
de capacidad de diversos tramos

EXTRACTO
El examen de las concesiones de autopistas y sus efectos ya ha sido anteriormente ob-
jeto de estudio por la Comisión Gallega de la Competencia (en adelante, CGC), pues
resulta de especial relevancia en este y en otros sectores con un impacto similar, el
mantenimiento de un adecuado equilibrio entre el interés público y el legítimo interés
particular de los operadores económicos. Un factor que puede afectar al interés público
y al funcionamiento competitivo de los mercados, directa o indirectamente, son precisa-
mente los acuerdos de compensación, tanto en la valoración de su exceso o despro-
porción, como en cuanto a su modo de financiación.

En dicho sentido, los Informes de Promoción de Competencia (IPRO) han sido y siguen
siendo una herramienta muy útil para que la CGC pueda manifestar su posición sobre
los problemas de competencia que se pueden plantear en los diferentes ámbitos eco-
nómicos de Galicia, tratando así de promover el funcionamiento competitivo de los mer-
cados y obtener de ello los beneficios que derivan de un sistema de competencia efec-
tiva y eficiente.

Es el Pleno de esta Comisión quien tiene atribuida la competencia de promoción, y de-
cidió al respecto por unanimidad la elaboración del presente informe como consecuen-
cia de la publicación de diversas noticias en los medios de comunicación sobre la cuan-
tía de las compensaciones percibidas por la concesionaria de la Autopista del Atlántico
AP-9 (AUDASA) durante estos años, y a lo largo de los próximos, por la ejecución por
dicha concesionaria de las obras de ampliación de capacidad de diversos tramos de la
autopista, teniendo en cuenta que la autopista AP-9 es una infraestructura cuyo recorri-
do trascurre en su integridad por el territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia y
es su principal vía de comunicación, lo que la convierte en un factor de competitividad
indudable.

En el informe se recogió la posición de la CGC sobre lo que se ha advertido en el ante-
rior párrafo. Efectivamente, para que pudiera emitir una opinión fundada, este organis-
mo entendió necesario llevar a cabo algunos requerimientos de información, fundamen-
talmente a Autopistas del Atlántico, Concesionaria Española,  S.A. (AUDASA) y a la
Xunta de Galicia, quienes finalmente acabaron enviando la documentación solicitada, a
salvo de los requerimientos que se hicieron a la Delegación del Gobierno en las Socie-
dades  Concesionarias  de  las  Autopistas  Nacionales  de  Peaje  ni  del  Ministerio  de
Transportes Movilidad y Agenda Urbana (Secretaria  General  de Infraestructuras),  a
quien también se les solicitó que aportasen documental.

En el momento de la redacción definitiva del Informe el ponente tuvo conocimiento, por
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los medios de comunicación, de un requerimiento de información formulado por la Co-
misión Europea al Reino de España sobre esta concesión, pero no se pudo conocer su
exacto contenido. (N.º de infracción NFR (2021) 4052; fecha de la decisión 23 de sep-
tiembre de 2021; tipo de decisión: emplazamiento art. 258 TFUE; título: “Incompatibilité
de la prolongation du contrat de concession de l’autoroute AP-9 avec la directive 93/37/
CEE”).

AUDASA es la sociedad que ostenta la titularidad de la concesión administrativa para
la construcción, conservación y explotación de la Autopista del Atlántico (AP-9), que
viene siendo gestionada bajo la modalidad de concesión con peaje al usuario, y consti-
tuye la principal vía de comunicación de Galicia, conectando a 5 de las grandes ciuda-
des (Ferrol, A Coruña, Santiago de Compostela, Pontevedra y Vigo), luego vertebraría
a más del 60% de la población de la Comunidad Autónoma de Galicia. La importancia
de esta infraestructura es muy significativa, pues su recorrido transcurre totalmente por
Galicia y es un elemento de comunicación viaria estructura, que determina tanto la cir-
culación de personas como de mercancías por toda la Autonomía, con una intensidad
media diaria (IMD) de tráfico ponderado en todo su recorrido que supera los 24.000
vehículos por día.

El Informe concluyó señalando, entre otras, cosas que:

La explotación de una carretera de peaje (en cualquiera de sus modalidades) y, por lo
tanto, las concesiones de autopistas con contratos de concesión de obra pública desti-
nados a la construcción y explotación de las mismas constituyen una actividad econó-
mica. Al constituir una actividad económica, las medidas que beneficien a las empresas
explotadoras de esas infraestructuras podrán ser considerada cómo genuinas ayudas
de Estado si cumplen los cuatro requisitos enunciados por el artículo 107.1 TFUE tal y
como han venido siendo interpretados por la jurisprudencia.

En relación con el sistema de compensación previsto en el Real Decreto 1733/2011, de
18 de noviembre, por la ejecución por el concesionario de las obras de ampliación de
capacidad de diversos tramos de la autopista AP-9, el cálculo del sistema de compen-
sación debería de diseñarse exclusivamente con el objetivo de que la empresa conce-
sionaria AUDASA pudiese recuperar los costes de la inversión ejecutada como conse-
cuencia de la ampliación de capacidad de esos tramos y evitar que ello pudiera supo-
ner la ruptura del equilibrio económico financiero de la concesión, pero en ningún caso
debe de servir para generar, por vía de incremento de las tarifas autorizadas por el Mi-
nisterio, un beneficio económico injustificado para la empresa concesionaria derivado
del adelanto de esa inversión. Los beneficios del concesionario deberán de venir no de
adelanto de las inversiones ejecutadas en la ampliación de la capacidad de esos tra-
mos, sino de la explotación de lo que constituye la actividad propia de la concesión.

La concesión, que otorga un privilegio monopolístico al concesionario, debe de estar
presidida por el principio del interés público y no el del máximo lucro de la empresa ex-
plotadora de esa concesión. El diseño de los contratos de concesión, y sus modificacio-
nes, deben de regirse por la regla del equilibrio financiero que debe de funcionar en los
dos sentidos, en el del concesionario y el de la administración ya que una rentabilidad
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excesiva del concesionario irá en perjuicio de los usuarios que pagarán un mayor cos-
to, a través de las tarifas, de lo que sería justo. El diseño de los contratos de concesión
de autopistas no está previsto para maximizar el beneficio sino para garantir un equili-
brio financiero que permita obtener al concesionario un retorno razonable.

El establecimiento, dentro de los criterios para fijar el sistema de compensación, de una
cantidad fija por los gastos de conservación plantea muchas dudas por ser la cantidad
percibida  por  AUDASA no conforme con los gastos de mantenimiento  ordinario  de
otras infraestructuras. Además, se incluyen dentro de gastos a compensar la conserva-
ción de tramos que ya formaban parte de la concesión existente y que eran obligación
de la concesionaria. Por último, el Convenio contempla la repercusión en el sistema de
tarifas que se incrementa para la compensación, de la variación de la cuota del impues-
to de sociedades, que es una medida que debe de calificarse como una ayuda singular
concedida a una empresa concesionaria.

El sistema de compensación previsto en el Real Decreto 1733/2011 es ciertamente
complejo ya que no se realiza por medio de entrega directa de dinero por la Administra-
ción del Estado sino a través de un incremento que deberán de abonar los usuarios de
la autopista AP-9, incremento que es aprobado por el Estado y que tiene que destinar-
se a la compensación de la inversión realizada y el mayor coste de la conservación de
la autopista. El Tribunal de Justicia de la UE ha considerado ayuda de Estado supues-
tos en los que la aportación tenía su origen no de fondos estatales sino de una cuota
que se impone a los usuarios finales, por lo que no existía trasferencia de fondos públi-
cos al beneficiario de la ayuda de Estado.

Con los datos facilitados a esta CGC, se podría considerar como excesiva la compen-
sación aprobada por el Real Decreto 1733/2011, de 18 de noviembre, en favor de “Au-
topistas del Atlántico, Concesionaria Española, S.A.” (AUDASA) por la ejecución de las
obras de ampliación de la capacidad de diversos tramos de dicha autopista, de tal ma-
nera que la empresa concesionaria percibirá una compensación muy superior a la que
abonaría por la financiación de esas mismas obras un operador de mercado. Como se-
ñala la Comisión Europea en su Decisión 2018/556, una compensación excesiva otor-
ga al concesionario una ventaja indebida y otorga una ventaja selectiva a la empresa,
criterio confirmado por el Tribunal General que revisó ese mismo asunto.

El Pleno de la CGC considera que la indemnización contemplada en el Real Decreto
1733/2011, de 18 de noviembre por el que se aprueba un Convenio entre la Adminis-
tración General del Estado y Autopistas del Atlántico, Concesionaria Española, Socie-
dad Anónima, por el que se modifican determinados términos de la concesión para la
construcción, conservación y explotación de la Autopista del Atlántico AP-9, para la am-
pliación de capacidad de diversos tramos de dicha autopista, puede constituir una ayu-
da de Estado en el sentido del art. 107.1 del TFUE en la medida en que supondrá com-
pensar con exceso (sobre compensación) a la empresa concesionaria por las inversio-
nes ejecutadas de acuerdo con ese Real Decreto.

Por ello considera esta CGC que España debería haber notificado a la Comisión Euro-
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pea con arreglo al artículo 108, apartado 3, del Tratado de Funcionamiento de la Unión
Europea una ayuda estatal en forma de compensación a Autopistas del Atlántico, Con-
cesionaria Española, S.A.” (AUDASA).
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Nº TIPO FECHA NOMBRE
3/2021 Promoción de la

competencia
(IPRO)

25/10/2021 La regulación de los grupos de inte-
rés y la creación de su registro

EXTRACTO
La legalidad, la igualdad de trato y proporcionalidad, la coherencia, la objetividad, la im-
parcialidad, así como la apertura y transparencia como principios rectores de las rela-
ciones con lo público, ha llevado al Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia
(CGC) a la necesidad de estudiar la regulación de los grupos de interés (lobbies) y el
análisis de mecanismos institucionales que permita minimizar la capacidad de cualquier
grupo de relacionarse de forma improcedente o, simplemente, contraria o no exacta-
mente alineada con los intereses generales señalados en las distintas normas. La CGC
incluyó en su Plan Estratégico 2020-2024 como unos de los objetivos del Plan de Ac-
ción 2020-2021 el realizar un estudio sobre la implantación de un registro de lobbies y
así, el Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia, en su reunión del 7 de octubre
de 2021, con la composición expresada y siendo ponente D. Daniel Neira Barral, acor-
dó emitir el presente Informe, al amparo de lo dispuesto en el art. 26.2 b) del Decreto
118/2016, de 4 de agosto, por el que se crea el Instituto Gallego del Consumo y de la
Competencia y se aprueban sus Estatutos.

Del análisis de los antecedentes, precedentes normativos y otras consideraciones, se
emitieron las recomendaciones que en síntesis se enumeran a continuación: i) la pues-
ta en marcha de un registro facilitaría un diálogo abierto, transparente y por tanto servi-
ría para regular las asociaciones representativas y la sociedad civil para con las organi-
zaciones públicas y la Administración, por lo que la apertura se valora como algo positi-
vo, habilitando a que todas las partes interesadas puedan presentar sus opiniones so-
bre aquellas decisiones que podrían afectarles, contribuyendo así de manera efectiva a
crear la base factual sobre la que reposan las propuestas de políticas. Esto es, el con-
tacto con las partes interesadas aumenta la calidad del proceso decisorio al crear con-
ductos que permiten la aportación de opiniones y conocimientos especializados exter-
nos; ii) conforma un elemento fundamental de la obligación de transparencia y rendi-
ción de cuentas para mantener la legitimidad de los procesos políticos, legislativos y
administrativos, y la confianza de los ciudadanos en estos; iii) la transparencia de la re-
presentación de intereses permite a los ciudadanos no solo seguir las actividades, sino
una posible legítima influencia; iv) la procedencia de la creación de un glosario de tér-
minos y definición clara de lo que supone un registro de interés y actores; v) la creación
de un registro, inicialmente voluntario, dotado de accesibilidad y transparencia; vi) que
la identificación sea clara en relación a los ámbitos de aplicación; y vii) que se de aper-
tura a una agenda pública donde consten las reuniones y el alcance de estas.

11



Nº TIPO FECHA NOMBRE
4/2021 Promoción de la

competencia
(IPRO)

22/10/2021 Borrador de guía sobre cuantificación
de daños por infracciones de compe-
tencia

EXTRACTO
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (en adelante, CNMC), en vir-
tud de la competencia que le atribuye el artículo 5.2 b) de su Ley de creación, elaboró
un “borrador de guía sobre la cuantificación de daños por infracciones de la competen-
cia” con el objetivo de ofrecer un marco de análisis a los jueces y tribunales españoles
que tengan que estimar las indemnizaciones por daños ante conductas competitivas.
Dicho borrador se sometió a consulta pública en virtud de la disposición adicional terce-
ra de la LDC y del artículo 37 de la LCNMC.

Al hilo de lo expuesto, la CGC, en virtud asimismo de su competencia en materia de
defensa de la competencia en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia, y de
sus asimismo funciones de promoción, igualmente recogidas por Ley, el Pleno de este
órgano colegiado independiente encomendó a la vocal María Teresa Cancelo Marquez
la redacción del Informe que así se sintetiza, siendo aprobado posteriormente por el
Pleno.

Como consideraciones de carácter general,  se sostuvo que la CNMC, en línea con
otros borradores sobre la misma materia, ha tenido como objeto con estas guías la de
simplificar el lenguaje mediante la incorporación de información sobre artículos acadé-
micos y sentencias. Pero no solo eso, sino también para que pueda servir como asis-
tencia a jueces y tribunales, y divulgar así buenas prácticas, tratando de aumentar el ri-
gor técnico de los informes periciales asociados a estos procedimientos. Aunque se in-
dicó que la guía no era exhaustiva, sí recogía aspectos fundamentales y muy didácti-
cos para tener en cuenta a la hora de determinar la cuantificación de los daños en una
práctica contraria a la competencia.

Sin embargo, la CGC quiso poner de relieve la revisión y/o corrección de hasta veinti-
séis puntos técnicos, fundamentalmente en términos económicos, a los que se puede
acceder y consultar en detalle al acceder al informe completo.
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Nº TIPO FECHA NOMBRE
5/2021 Promoción de la

competencia
(IPRO)

20/12/2021 Posición del pleno de la comisión ga-
llega de la competencia sobre la va-
loración del cobro por uso de vías de
alta  capacidad  por  vehículos  de
transporte  de  mercancías  desde  el
punto de vista de la  competencia y
su incidencia en la comunidad autó-
noma de Galicia

EXTRACTO
En este Informe el Pleno decide pronunciarse, para estimular el debate y la necesaria
reflexión, y ante el anuncio del cobro por el Gobierno del Estado de una cantidad por el
uso (“pago por uso” PPU, en adelante) de autovías y vías de alta capacidad a través de
una norma de carácter tributario sobre el impacto que esa intervención pública puede
originar en los operadores económicos, en especial para los que se encuentran en la
situación de periferia respecto a los principales mercados. El Informe se redacta, por
tanto, ante la posibilidad de establecimiento en Galicia de un sistema de PPU conside-
rando que afectaría a las vías de alta capacidad (autovías y autopistas) del Estado, que
la abonarían los vehículos pesados, y que los gastos que se querrían repercutir serían
los de conservación y explotación, así como los denominados costes externos.
En el Informe se recomienda la realización de un estudio, también desde el punto de
vista de competencia, de todas las alternativas posibles a esa medida de imposición de
una norma de carácter tributario para gravar el uso de esas carreteras del Estado, estu-
dio que trate de ponderar la neutralidad competitiva de esa intervención pública, que
sirva para elegir la que menos daño cause al mercado y, en resumen, que acredite que
la decisión adoptada sea la más eficiente. La CGC señala que uno de los graves defec-
tos que ha observado en las actuaciones públicas en materia de infraestructuras y su fi-
nanciación ha sido la de la falta de rigor en los estudios previos que sirvieron de base
para adoptar acuerdos para la determinación de las políticas públicas en ese ámbito o,
incluso, la inexistencia de los mismos.
La Directiva 1999/62/CE ¡, de acuerdo con el texto vigente en el momento de redacción
del Informe, no imponía obligación alguna a los Estados miembros de crear esa tasa de
pago por uso ya que lo que hace es reconocer una facultad para imponer cargos bien
por tiempo de uso de la infraestructura (viñeta) o bien por la distancia recorrida, y fijaba
una “reglas de aplicación” para el caso de que el Estado Miembro adopte la decisión de
establecer cualquier modalidad de PPU, ofreciendo unas líneas que pudieran conside-
rarse como el mínimo común denominador deseable.
De acuerdo con el “principio de recuperación de costes” contemplado en la Directiva
1999/62 en Informe considera necesario que por parte del Ministerio de Transportes,
Movilidad y Agenda Urbana se calculen los costes reales de conservación y explota-
ción de estas vías de alta capacidad en la cantidad necesaria para garantizar la ade-
cuada prestación de ese servicio público evitando que por ser insuficientes esos fon-
dos, se produzca una des capitalización del activo público que suponen las infraestruc-
turas viarias pero limpiando de los mismos los incrementos derivados de la existencia
de un cartel en ese sector entre un número significativo de empresas, y todo ello antes
de fijar cualquier tipo de tasa que se pretenden imponer a los vehículos de mercancías

13



que circulen por las mismas.
El informe señaló que, en caso de fijación de una tarifa por tiempo (viñeta) a los vehícu-
los pesados por el uso de las vías de alta capacidad no parece que sea posible conti-
nuar cobrando peajes a esos mismos vehículos por el uso de la AP-9 o de la AP-53 ya
que ello no parece que sea conforme al texto del artículo 7.2 de la Directiva 1999/62/
CE porque supondría extender la excepción prevista en ese artículo a supuestos distin-
tos de los contemplados en la misma.
Combinando la lejanía desde Galicia a las regiones de mayor población y renta per cá-
pita con el uso mayoritario del transporte terrestre por carretera para el envío de los
bienes producidos en Galicia hacia esos centros, el Informe pone de manifiesto que la
imposición de una medida tributaria que implicase el cobro por el uso de las vías de
alta capacidad por tramo o distancia podría causar un evidente daño a los operadores
económicos de Galicia que no sufrirán los que, por su simple situación geográfica, se
encuentren en comunidades autónomas más próximas a los centros nacionales y euro-
peos de consumo y alta renta. Todo ello, señala el Informe, debe llevarnos a la refle-
xión de si son tan poderosas las razones que justifiquen la adopción de una medida tri-
butaria que puede implicar un daño a la competencia, de sí de todos los instrumentos
posibles el adoptado es el más eficiente para el mercado y el que menos daños causa
a la competencia, y afirme que, como todas las actuaciones públicas, las medidas que
se adopten por el Gobierno deben de obedecer a los principios de necesidad, propor-
cionalidad y de inexistencia de otro medio que sea menos restrictivo o distorsionador
para la actividad económica.
Señala el Informe que si el establecimiento de un pago por uso de las vías de alta ca-
pacidad no reduce la  carga que por impuestos soportan los contribuyentes para el
mantenimiento de esas infraestructuras desaparecerá el argumento fundamental de la
creación de esta tasa (traslado a los usuarios de los costes de la infraestructura y libe-
ración del pago como impuesto a todos los contribuyentes). Si la fijación de esta tasa
obedece tan solo a la razón de ser un instrumento para el incremento de la recauda-
ción fiscal del Estado, el Informe indica que nos obligaría a plantearnos si el estableci-
miento de una tarifa por uso de las vías de alta capacidad es más eficiente para el mer-
cado que el actual sistema de financiación de esos gastos de conservación y explota-
ción vía impuestos o si causa una mayor distorsión.
Por último también afirma que de producirse una intervención pública en esta materia
por medio de imposición de una tasa por el uso de las vías de alta capacidad, la solu-
ción más eficiente desde el punto de vista de la intervención en el mercado de la medi-
da tributaria, la que menos efecto barrera produce para el mantenimiento (sin cierres o
deslocalización) o el establecimiento de nuevas empresas en las comunidades autóno-
mas periféricas y la que menos, por tanto, afectará a la competencia de los operadores
económicos sería la de un sistema de cobro por tiempo (viñeta) con la adopción de me-
didas complementarias que gravasen de forma más intensa por esos costes externos
las infraestructuras o tramos de las mismas más congestionadas, donde la contamina-
ción acústica y ambiental sea mayor. No lo sería el sistema de cobro por distancia que
si producirá esos efectos distorsionadores de la competencia.
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Nº TIPO FECHA NOMBRE

1/2021 Función  consul-
tiva (IFC)

14/05/2021 Directiva (UE) 2018/958

EXTRACTO
La Consejería de Economía e Industria solicitó, el 26 de enero de 2021, informe a esta
Comisión sobre el Proyecto de Real Decreto por el que se incorporaba al ordenamiento
jurídico español la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento y del Consejo, de 28 de ju-
nio de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones
de profesiones. Lo anterior se encomendó en virtud del artículo 26.2 b) del Decreto
118/2016, de 4 de agosto, por el que se crea el Instituto Gallego del Consumo y de la
Competencia y se aprueban sus Estatutos. Como consideraciones de carácter general,
la CGC destacó tres, que a grandes rasgos vinieron a sostener: i) que la transposición
de la Directiva se habría tramitado fuera de plazo, conforme reza el artículo 13 de la
misma; ii) que la norma a transponer se encuentra en el marco de una aplicación real y
efectivas de una parte importante de las Libertades Fundamentales consagradas en el
proceso de integración europea, aunque, sin embargo, no parece aprovecharse la Di-
rectiva para aportar novedades en la legislación española; y iii) se propone la correc-
ción de alguna formalidad en el articulado. Por último, también se dedica un apartado a
recomendaciones y consideraciones finales, resultando en dos puntos: i) se hace hin-
capié en que la incorporación de las directivas europeas al ordenamiento jurídico nacio-
nal de los Estados debe hacerse en los plazos fijados, ya que ello permite disfrutar a
los ciudadanos y a las empresas miembros de los beneficios que les aporta el Derecho
de la UE; y ii) que asimismo debería aprovecharse la transposición de la Directiva para
actualizar la normativa de las entidades o colegios profesionales que serán generado-
res de disposiciones que afecten a las profesiones reguladas y serán objeto del test de
proporcionalidad.
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Nº TIPO FECHA NOMBRE
1/2021 Proyectos  nor-

mativos (IPN)
06/05/2021 Anteproyecto  de  la  Ley  reguladora

del juego en Galicia
EXTRACTO
Con fecha 6 de mayo del 2021, la Secretaría Técnica de la Consejería de Presidencia,
Justicia y Turismo, solicitó informe a la CGC sobre el Anteproyecto de la Ley regulado-
ra del juego en Galicia (APL)

El Pleno de la CGC en su reunión de 23 de abril de 2021, en la composición habitual,
acordando encomendar a su presidente la emisión de dicho Informe al amparo de lo
dispuesto en los Estatutos de creación del Instituto Gallego de Consumo y Competen-
cia. El Pleno consideró de interés que el presente informe, valorase también la norma
sometida a su consideración desde la perspectiva de la unidad de mercado.

En aras de una mayor esquematización y para no resultar demasiado extensos en el
extracto, las recomendaciones y consideraciones finales habrían sido las siguientes:

i) que la existencia de una regulación en el sector del juego debe ser favorecedora de
la competencia, en observancia de los intereses generales aplicables, y debe ser asi-
mismo capaz de garantizar una competencia efectiva, que no existan barreras de en-
trada, que se garantiza un proceso competitivo al mismo, y que no existen asimetrías
reglamentarias que puedan favorecer a operadores ya establecidos y que ello impida
un desarrollo competitivo del sector en cuestión;
ii) se recuerda que cualquier restricción de acceso o al ejercicio de la actividad econó-
mica, solo será legítima, tanto desde la perspectiva de la competencia, como de la uni-
dad de mercado, cuando se justifique su necesidad en una razón imperiosa de interés
general, resulte proporcionada al fin de interés general perseguido con su estableci-
miento y se valore que la restricción incorporada sea la alternativa menos restrictiva en-
tre los posibles mecanismos a incorporar para salvaguardar la necesidad que la justifi-
ca;
iii) el Pleno consideró adecuado a lo establecido en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre,
de Garantía de la Unidad de Mercado, las restricciones específicas contempladas en el
Anteproyecto de la Ley reguladora de los juegos de Galicia, pues se justifican precisa-
mente en razones de imperioso interés general, (por razones de protección de la salud,
de protección de las personas menores de edad y las personas con problemas de adic-
ción al juego, la seguridad de las personas usuarias de los juegos, la garantía de la or-
den pública y de impedir el fraude en la actividad del juego, se establece en relación
con la necesidad de autorización previa, políticas de juego responsable, control del jue-
go de los menores y de las personas con problemas de adicción al juego y, en general,
las medidas restrictivas de la publicidad) sin perjuicio de animar a una mayor concre-
ción respeto de su proporcionalidad y de la justificación de que son las medidas menos
restrictivas de la competencia;
iv) se propuso que el derecho de admisión sea regulado por la Administración Pública
sin dejar margen de discrecionalidad a los operadores titulares de los establecimientos;
v) se instó asimismo a reconsiderar las razones de la implantación de un régimen de
numerus clausus del número de establecimientos de juego y que en el  caso de esta-
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blecer un sistema de numerus clausus con un número máximo y limitado de estableci-
mientos de juego, se debería de justificar dicha opción de una manera más clara y
completa en el APL, estableciendo los principios con arreglo a los cuáles se va a deter-
minar dicha oferta
vi) Considero la CGC que:

a) Las autorizaciones para establecimientos de juego previsto en el APL deben
de ser otorgado necesariamente y en todo caso por concurso. Salvo que se
opte por un número ilimitado y sometido a severos requisitos previos, como se
propone en este informe cómo alternativa.
b) Que sin que se pueda afirmar que el plazo de duración de las concesiones
de 15 años sea irrazonable la determinación precisa de esta larga duración de
la autorización no queda justificada en el APL en atención a criterios económi-
cos, como pudiese ser la necesidad de amortización de las inversiones en equi-
paciones o publicidad, y no
distingue plazo entre los distintos establecimientos de juego. Se muestra la ne-
cesidad de revisar la coherencia de fijar un plazo para las nuevas y mantener la
duración indefinida de las anteriores.
c) Recomienda eliminar la referencia de renovación de las autorizaciones de los
establecimientos de juego, de tal manera que al finalizar el plazo de duración de
la autorización deba de salir esta siempre a concurso para su adjudicación.
d) Se recomienda reconsiderar el texto de la DT 4ª, estimando que debe de es-
tablecerse en el apartado 1 un plazo de vigencia de las autorizaciones para ins-
talación de establecimientos de juego ya concedidas con anterioridad a la entra-
da en vigor de la ley, que una vez finalizado dicho plazo transitorio signifique la
convocatoria de las mismas por concurso con los requisitos establecidos en el
APL.

vii) que las distancias mínimas entre establecimientos de juegos sea en todo caso las
mismas ya se trate de supuestos de apertura de un nuevo establecimiento de juego o
de cambio de situación de un establecimiento ya existente, ya sean establecimientos
de juego de la misma o diferente categoría;
viii) que la futura regulación de las autorizaciones de explotación de máquinas de tipo B
en establecimientos de restauración y de ocio y entretenimiento y de máquinas auxilia-
res de apuestas en establecimientos de restauración y de ocio y entretenimiento será
aplicable lo recogido en este Informe, para evitar el cierre del mercado y que desapa-
rezca la competencia, estableciendo el sistema del concurso público en la concesión
de dichas autorizaciones, evitando que existan barreras de entrada al sector y que no
existen asimetrías reglamentarias que pueda favorecer a los operadores ya estableci-
dos que impidan el desarrollo competitivo del sector. Además, se deberá de tener en
cuenta los criterios de proporcionalidad y de ausencia de restricciones para la entrada
en el mercado;
Y para finalizar, ix) la CGC propone la derogación artículo 52.2.c), Decreto 39/2008, de
21 de febrero, por el que se aprueba el reglamento de máquinas recreativas y de azar
de la comunidad autónoma de Galicia y de los apartados 2 y 4.f) del Decreto 162/2012,
de junio, por el que se aprueba el Reglamento de apuestas de la Comunidad Autóno-
ma.
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Nº TIPO FECHA NOMBRE
2/2021 Proyectos  nor-

mativos (IPN)
25/10/2021 Sobre  la  propuesta  de  Decreto  de

creación del Consejo Canario de De-
fensa de la Competencia

EXTRACTO
El artículo 51 de la Constitución de 1978 establece que los poderes públicos garantiza-
rán la defensa de las personas consumidoras y usuarias, protegiendo, mediante proce-
dimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de éstas
y que promoverán la información y la educación de las personas consumidoras y usua-
rias, fomentarán sus organizaciones y oirán a estas en las cuestiones que puedan afec-
tar a aquéllos, en los términos que la ley establezca. y así, el Pleno de la Comisión Ga-
llega de la Competencia, (CGC) en su reunión del 7 de octubre de 2021, con la compo-
sición expresada y siendo ponente D. Daniel Neira Barral, acordó emitir el presente In-
forme, al amparo de lo dispuesto no art. 26.2 b) del Decreto 118/2016, de 4 de agosto,
por el que se crea el Instituto Gallego del Consumo y de la Competencia y se aprueban
sus Estatutos.

Como consecuencia de la aceptación por el Gobierno —a la creación del Consejo Ca-
nario de Defensa de la Competencia—, se encargó la redacción de un borrador de De-
creto que, remitido a la Comisión Gallega de la Competencia, y, a los efectos de que
por esta Autoridad se les hagan llegar las aportaciones, alegaciones y sugerencias que
tengan por conveniente, se elaboró este informe.

A grandes rasgos, las conclusiones de dicho informe, fueron las siguientes: i) que la
creación del referido Consejo Canario cumple con un ineludible compromiso estatuta-
rio, tanto en promoción, como en defensa de la competencia; ii) se considera acertada
la creación de  «un órgano especializado de defensa de la competencia con jurisdic-
ción, en esta ocasión, en la comunidad canaria, cuya actividad se coordinará con los
previstos en el ámbito estatal y comunitario europeo», cuyos beneficios se mantienen a
pesar de que el ejecutivo canario haya optado por un modelo más sencillo y con menos
recursos que otros; iv) un modelo basado en una estructura articulada en los tres pila-
res básicos como lo son la investigación-instrucción, la defensa y promoción de la com-
petencia bajo un mismo organismo independiente y con un estatuto personal de los
miembros del Consejo Canario de Defensa de la Competencia remunerado y en exclu-
siva con rendición de cuentas ante el Parlamento canario, albergaría un modelo de
Consejo más próximo a las exigencias de la reciente ECN+, posibilitando el logro de
los objetivos marcados con la creación del mismo y estando en disposición de afrontar
los próximos retos, que como organismo autonómico de la competencia, debe afrontar
ante la próxima reforma de la ley de defensa de la competencia y la posibilidad de ser
Autoridad Administrativa de Competencia.

Nº TIPO FECHA NOMBRE
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3/2021 Proyectos  nor-
mativos (IPN)

20/12/2021 Sobre proyecto de decreto por el que
se regulan las condiciones y los re-
quisitos para la preparación y entre-
ga  de  sistemas  personalizados  de
dosificación en las oficinas de farma-
cia de Galicia.

EXTRACTO

Con fecha de 3 de noviembre de 2021 la Consejería de Sanidad solicitó a la CGC la
emisión del preceptivo informe, sobre el proyecto del Decreto por lo que se regulan las
condiciones y los requisitos para la preparación y entrega de los sistemas personaliza-
dos de dosificación en las oficinas de farmacia de Galicia. En el proyecto de decreto se
establecen las condiciones generales de prestación del servicio de preparación y entre-
ga de los sistemas personalizados de dosificación por parte de las oficinas de farmacia
de Galicia, lo cual llevará a cabo previa presentación del correspondiente documento
de declaración responsable,  lo que les permitirá proceder al inicio de la actividad o
prestación del servicio. El decreto también establece cuáles serán las responsabilida-
des que asumen tanto el personal farmacéutico titular de oficinas de farmacia como el
personal farmacéutico que intervenga en la preparación de los sistemas personalizados
de dosificación; los requisitos que deberán cumplir las oficinas de farmacia que presten
dicho servicio (en materia de personal, locales, equipamiento o documentación, entre
otros); medicamentos susceptibles de preparación a través de este sistema; forma de
preparación y entrega de estos y, en definitiva,  todos aquellos aspectos a tener en
cuenta para que todo el proceso de preparación, entrega y documentación de estos
sistemas personalizados de dosificación se lleve a cabo con las mayores garantías y
respeto a los estándares de calidad y seguridad aplicables.

Señala el Informe que el marco jurídico del sector farmacéutico en la Unión Europea,
en aspectos relacionados con la calidad y seguridad de los medicamentos lo constitu-
yen, fundamentalmente, la Directiva 2010/84/UE del Parlamento Europeo y del Conse-
jo, de 15 de diciembre de 2010, sobre farmacovigilancia y la Directiva 2011/62/UE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2011, sobre prevención de la en-
trada de medicamentos falsificados en la cadena de suministro legal. Sin embargo, a
nivel europeo no existe un marco legal común relativo a los requisitos de propiedad del
negocio y libre establecimiento de las oficinas de farmacia. La regulación del ejercicio
de la profesión de farmacéutico depende de los Estados Miembros, al estar acogida a
la excepcionalidad relativa a la organización nacional de los servicios sanitarios, entre
los que se incluye tradicionalmente la dispensación de medicamentos.
Las Comunidades Autónomas tienen competencias legislativas en la planificación terri-
torial de las oficinas de farmacia; el Estado es el competente en la legislación de los
productos farmacéuticos. La legislación básica del medicamento está recogida en el
Texto Refundido de la Ley de garantías y uso racional de los medicamentos y produc-
tos sanitarios. Este texto regula, en el ámbito de las competencias del Estado, tanto los
medicamentos y productos sanitarios como el conjunto de actividades de la cadena del
medicamento, así como la actuación de los agentes sanitarios y económicos implica-
dos en estas actividades.
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Recuerda el Informe que según el artículo 2.1 de la Ley 16/1997, las Comunidades Au-
tónomas, a las que corresponde garantizar la asistencia farmacéutica, establecerán cri-
terios específicos de planificación para la autorización de oficinas de farmacia. Los cri-
terios de ordenación territorial de las oficinas de farmacia contenidos en dicha ley tie-
nen carácter de legislación subsidiaria, lo que implica que solo se aplican en aquellas
Comunidades Autónomas que no hayan legislado sobre la materia. En la actualidad,
las diecisiete Comunidades Autónomas tienen leyes propias de ordenación farmacéuti-
ca. En Galicia, La Ley 5/1999, de 21 de mayo, de ordenación farmacéutica de Galicia,
establecía la planificación de las oficinas de farmacia. La base de la planificación far-
macéutica en Galicia eran las unidades básicas de atención primaria que se correspon-
den, a su vez, con las demarcaciones municipales y son las que determinan las zonas
farmacéuticas.  Las zonas farmacéuticas se clasificaban en urbanas (municipios con
más de 30.000 habitantes), semiurbanas (municipios cuya población está comprendida
entre 10.000 y 30.000 habitantes) y rurales (municipios con menos de 10.000 habitan-
tes) y regulaba los módulos de población para la autorización de nuevas farmacias. Ac-
tualmente, la vigente Ley 3/2019, de 2 de julio, de ordenación farmacéutica de Galicia,
recoge estos aspectos.
También señala el Informe que para que la competencia, aunque limitada sea efectiva,
las farmacias deben tener incentivos a competir. Las barreras de acceso al mercado
para el establecimiento de nuevas farmacias limitan significativamente estos incentivos.
El establecimiento de módulos de población y distancias mínimas entre farmacias limi-
tan la apertura de nuevos establecimientos, lo que asegura la rentabilidad de las farma-
cias ya establecidas e impide el desarrollo de dinámicas competitivas con efectos be-
neficiosos para los pacientes, en términos de calidad del servicio o en forma de des-
cuentos en los precios de los medicamentos publicitarios.

En sus conclusiones el Informe señala que las especiales características del mercado
de distribución minorista de medicamentos, por la naturaleza de los medicamentos, la
protección de la salud pública y por la existencia de fallos de mercado como la informa-
ción asimétrica, explican la intervención pública en este mercado mediante la regula-
ción y que el Pleno de la CGC es consciente de la necesaria protección del interés pú-
blico, en cuanto a la seguridad y acceso a los medicamentos, que es inherente a la re-
gulación de la distribución minorista de medicamentos, por ello, la regulación debe ir di-
rigida a este objetivo desde los principios de necesidad y proporcionalidad, evitando in-
troducir restricciones a la competencia injustificada que impidan o dificulten alcanzar
una mayor eficiencia en el funcionamiento del mercado. Por ello valora positivamente la
nueva redacción propuesta en el proyecto de Decreto por lo que se regulan las condi-
ciones y los requisitos para la preparación y entrega de sistemas personalizados de do-
sificación en las oficinas de farmacia de Galicia y considera que no incide ni condiciona
el mercado desde la perspectiva del derecho de la competencia en términos generales,
al tratarse de una regulación meramente instrumental y procedimental de una actividad
atribuida a las oficinas de farmacia como lo es la preparación de sistemas personaliza-
dos de dosificación (SPD)
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ACTIVIDADES DE LA CGC 2021
FECHA NOMBRE LUGAR
14/01/2021,
21/01/2021,
28/01/2021,
04/02/2021

Asistencia del presidente, el secretario y
subdirector de investigación a un ciclo de
sesiones sobre la reforma del sistema de
defensa de la  competencia,  derivado de
las  exigencias  de la  transposición  de la
Directiva  ECN+,  organizado  por  la  Red
Académica de Defensa de la Competen-
cia

Online

11/02/2021 Asistencia  a  la  Jornada  Online  de  la
CNMC titulada “Los posibles  efectos  no
deseados de las ayudas públicas: el caso
de las subvenciones al  transporte aéreo
de los residentes en los territorios extra
peninsulares”

Online

24/03/2021 Asistencia del presidente y el subdirector
de investigación a la jornada organizada
por la Autoridad Vasca de la Competencia
“Jornada sobre política industrial  y com-
petencia en Euskadi, en el mercado de la
EU Industry Week 2021”

Online

19/04/2021 Asistencia online del presidente y el sub-
director  de investigación al  acto de pre-
sentación da Guía “Los beneficios de la
competencia para los consumidores” ela-
borado por la CNMC

Online

26/04/2021 Asistió  el  presidente  al  coffee  break  on
line: “Recuperar Europa a base de inno-
vación”, organizado por el Área Empresas
del Círculo de Empresarios de Galicia

Online

06/05/2021 Asistencia  el  presidente  e  el  vocal  a  la
Online  reunión  del  Grupo de trabajo  de
Consejos da competencia

Online

10/05/2021 Asistencia  del  presidente  al  Encuentro
con el Conselleiro de Sanidade organiza-
do por Europa Press

Online

21/05/2021 El presidente se reunió con el presidente
del Consello Económico y Social de Gali-
cia (CES-Galicia)

Santiago de Compostela

04/06/2021 El presidente asistió, invitado pola CEP, a
la Jornada “El turismo en la Eurorregión
Galicia-Norte de Portugal”

Sanxenxo

10/06/2021,
11/06/2021

El presidente participo en el “Congreso In-
ternacional:  Retos  para  un  mercado  de
trabajo equitativo en el  contexto de una
economía competitiva, social e medioam-

Vigo
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biental sostenible”, organizado por la Uni-
versidad de Vigo y en el que la CGC cola-
boraba

15/06/2021 El presidente y el subdirector de investi-
gación  asistieron  al  European  Competi-
tion Day organizado por la Autoridad de
Competencia de Portugal

Online

28/06/2021 O presidente asistió a la entrega de las
Medallas Castelao en el Palacio de Con-
gresos de Santiago de Compostela

Santiago de Compostela

14/07/2021 El presidente mantuvo una reunión online
con las autoridades da Competencia  de
Cataluña,  País  Vasco  e  Aragón  a  los
efectos de acordar las acciones a realizar
en relación con la tramitación parlamenta-
ria de la reforma de la Ley de Defensa de
la Competencia. En esa reunión se acor-
dó enviar  un escrito  al  presidente  de la
Comisión de Economía del Congreso de
los Diputados con el contenido de las pro-
puestas enviadas al Ministerio de Asuntos
Económicos y Transformación Digital  en
relación con la reforma da LDC y solicitar
una comparecencia en esa Comisión

Online

15/09/2021 El presidente mantuvo una reunión online
con las autoridades da Competencia  de
Cataluña,  País  Vasco  e  Aragón  a  los
efectos  de  preparar  la  comparecencia
conjunta en la Comisión 3ª del Congreso
de  los  Diputados  (Comisión  de  Asuntos
Económicos y Transformación Digital)

Online

22/09/2021 Reunión del Grupo de Trabajo de Compe-
tencia entre la CNMC y las Autoridades
autonómicas  de la  Competencia,  con  la
asistencia  de  todos  los  miembros  del
Pleno de la CGC y el subdirector de In-
vestigación

Zaragoza

23/09/2021,
24/09/2021

XIII Jornadas Nacionales de Defensa de
la Competencia

Zaragoza

27/09/2021 El presidente de la CGC interviene en la
inauguración del III  Congreso Internacio-
nal Carlos Fernández Nóvoa en la Univer-
sidad de Vigo

Vigo

6/10/2021 El  presidente  e  la  vocal  María  Teresa
Cancelo participaron en la Videoconferen-
cia organizada por la CNMC referente a la
herramienta PICA

Online

15/10/2021 El presidente intervino como ponente en Online
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el “Congreso Latinoamericano sobre Inte-
ligencia artificial y economía digital: desa-
fíos  jurídicos  y  económicos”  organizado
por la Universidad de Santiago de Com-
postela

26/10/2021 El  presidente asistió  al  Seminario  virtual
“Situación  y  perspectivas  del  comercio
mundial”  organizado  por  el  Círculo  de
Empresarios de Galicia

Online

27/10/2021 El presidente asistió al Seminario Acadé-
mico  sobre  “Daños  derivados  del  cártel
del Euribor” organizado por la Red Acadé-
mica de Defensa de la Competencia.

Online

29/10/2021 El presidente mantuvo una reunión virtual
con  las  Autoridades  Vasca,  catalana  e
Andaluza da Competencia

Online

04/11/2021 Los miembros del Pleno de la CGC viaja-
ron a Madrid para asistir a la reunión del
Grupo de Consejos  con la  CNMC y las
demás  autoridades  Autonómicas  de  la
Competencia

Madrid

17/11/2021 El presidente asistió a la Jornada telemá-
tica organizada pola autoridad da compe-
tencia de Cataluña (ACCO) “Municipios e
competencia: movilidad urbana comparti-
da”

Online

26/11/2021 El presidente asiste al acto del XXIX Ani-
versario  del  círculo  de  empresarios  de
Galicia

Vigo

29/11/2021 El presidente asiste a una reunión telemá-
tica con las autoridades autonómicas de
la competencia

Online

30/11/2021-
02/12/2021

El  presidente  asiste  a  la  XXVI  Reunión
Plenaria del Foro de Montevideo celebra-
da en Santiago de Compostela

Santiago de Compostela

02/12/2021 Los miembros del Pleno de la CGC asis-
ten en Madrid a reunión do Consejo de
Defensa de la Competencia

Madrid

Actividades de formación en colaboración con la EGAP
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 - CURSO EGAP “Competencia y derecho de la Unión Europea: la defensa de la compe-

tencia en los procesos de contratación pública (FC21134)” (25 horas) Inicio 30/09/2021.

Fin 25/10/2021. Intervino el vocal Daniel Neira. 

- Conferencia “Aspectos Generales de la normativa de subvenciones públicas: aplicación

fondos estructurales”, presentado en el Curso FC 21182 Operaciones cofinanciadas por

los POs FSE Galicia y POEX 2014-2020, organizado por la Escola Galega de Administra-

ción Pública (EGAP). Santiago de Compostela, 18 de noviembre de 2021.

Reforma de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de defensa de la competencia (LDC).

A lo largo del año 2021 la CGC continuó en su labor participativa en la presentación de

aportaciones a la tramitación parlamentaria de la reforma de la Ley 15/2007, de 3 de julio,

de defensa de la competencia (LDC).

La transposición de la Directiva (UE) 2019/1 de 11 de diciembre de 2018 encaminada a

dotar a las autoridades de competencia de los Estados miembros de medios para aplicar

más eficazmente las normas sobre competencia y garantizar el correcto funcionamiento

del mercado interior obligó a la modificación de la LDC.

Desde el inicio del proceso de transposición las Autoridades Autonómicas de la Compe-

tencia (AAC) del País Vasco, Cataluña, Andalucía, Valencia, Aragón y Galicia solicitaron

aprovecharlo para actualizar la normativa de competencia española haciendo una mayor

referencia en el texto de la LDC a las AAC, mejorando el sistema de coordinación entre la

CNMC y las AAC (que se regula en la Ley 1/2002) y contemplando la posibilidad de que

las AAC pudiesen aplicar los artículos 101 y 102 del TFUE. Estas AAC mantuvieron reu-

niones con la presidenta de la CNMC y con la anterior secretaria de Estado de Economía

del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, Ana de la Cueva Fernán-

dez.

La transposición que se hizo de la por medio del Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril,

de transposición de directivas de la Unión Europea en las materias de competencia, pre-

vención del blanqueo de capitales, entidades de crédito, telecomunicaciones, medidas tri-

butarias, prevención y reparación de daños medioambientales, desplazamiento de traba-
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jadores en la prestación de servicios transnacionales y defensa de los consumidores, no

se recogió ninguna de las propuestas de las AAC. En el debate parlamentario de aproba-

ción de ese Real Decreto-ley se aprobó el mismo se tramitaría como proyecto de Ley.

Las AAC del País Vasco, Cataluña, Aragón y Galicia solicitaron el 21 de julio de 2021

comparecer en la Comisión 3ª (Comisión de Asuntos Económicos y Transformación Digi-

tal) del Congreso de los Diputados para dar a conocer a los diputados nuestra común

postura sobre el tema. Dicha comparecencia tuvo lugar el 21 de septiembre de 2021.

Lo que consideran las AAC es que en la modificación de la LDC se debe de contemplar lo

siguiente:

1. Sistema descentralizado de competencia.

Plasmar el sistema descentralizado de autoridades administrativas de competen-

cia existente en España. De manera que a lo largo del articulado de la LDC debe-

ría hacerse referencia a las autoridades de competencia, en lugar de únicamente

a la CNMC, salvo en aquellos supuestos puntuales en los que la mención haya de

ser específica a la CNMC o a las Autoridades Autonómicas de Competencia.

2. Autoridades Administrativas de Competencia.

Reconocer a las autoridades autonómicas de competencia como autoridades ad-

ministrativas designadas por un Estado miembro para desempeñar todas o algu-

nas de las funciones de la autoridad nacional de competencia, según lo previsto

en el artículo 2.1.2 de la Directiva ECN+ objeto de trasposición y en el Reglamen-

to 1/2003; así como reconocer a las autoridades autonómicas la inherente facul-

tad de aplicación de los artículos 101 y 102 del TFUE.

3. Independencia y recursos de las Autoridades de Competencia.

La LDC debe reconocer que las Autoridades Autonómicas de la Competencia go-

zarán de independencia en su actuación y de la adecuada dotación de recursos,

para la transposición material del capítulo III de la Directiva ECN+.

4. Control de concentraciones.

Reflejar en la LDC las competencias autonómicas en material de control de con-

centraciones, cuando los efectos de la operación en cuestión no sobrepasen el te-

rritorio de la CCAA –concentraciones estrictamente autonómicas- y prever la soli-

citud de informe preceptivo a las autoridades autonómicas de competencia (ac-

tualmente el art. 58 LDC se refiere a las CCAA) en primera fase del procedimiento

de control de concentraciones, objetivando cuándo una operación presente la re-

ferida afección significativa en el territorio de la CCAA.
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5. Modificación de la Ley 1/2002 e incorporación en la LDC.

a. Incorporar el contenido de la Ley 1/2002 en la LDC.

b. Redefinir los puntos de conexión actualmente establecidos en el art. 1 de la Ley

1/2002 y adaptarlos al criterio de autoridad mejor posicionada que prevalece tanto

en el Reglamento 1/2003 como en la Directiva ECN+, objeto de trasposición.

c. Adecuar el órgano y los mecanismos de coordinación actualmente establecidos

en los art. 3 y 5 de la Ley 1/2002, con el fin de que atiendan efectivamente a una

red de órganos administrativos de competencia, cada uno de ellos con sus com-

petencias exclusivas en sus ámbitos de actuación.

6. Promoción de la competencia.

Contemplar mecanismos que eviten duplicidades y el uso ineficiente de recursos

públicos.

7. Ayudas públicas.

Adecuar el actual art. 11 relativo a “Ayudas públicas” al sistema de defensa de la

competencia existente en el Estado, de forma que el Informe sobre ayudas que

remite la CNMC a la Comisión Europea sea el resultado de los informes de cada

autoridad autonómica de defensa de la competencia.

A lo largo del año la CGC mantuvo, por este motivo, varias reuniones online con las auto-

ridades de la Competencia de Aragón, Cataluña, País Vasco y Andalucía.

En la reunión del Consejo de Defensa de la Competencia de 1 de diciembre de 2021 se

trató de este tema y en las reuniones del Grupo de Trabajo de Consejos del 6 de mayo

de 2021 y de 4 de noviembre de 2021 la presidenta de la CNMC informó del estado de si-

tuación en la tramitación parlamentaria del Real Decreto Ley 7/2021, de 27 de abril, de

transposición de directivas de la Unión Europea en las materias de competencia (y otras

materias).

Colaboración con Universidades
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Durante el año 2021 se han realizado las siguientes colaboraciones:

a) “Congreso  Internacional:  Retos  para  un  mercado  de  trabajo  equitativo  en  el

contexto  de  una  economía  competitiva,  social  e  medioambiental  sostenible”,

organizado por la Universidad de Vigo celebrado los días 10 – 11 de junio de 2021

con el que la CGC colaboró.

b) “III  Congreso  Internacional  Carlos  Fernández  Nóvoa  Nuevas  tendencias  en el

derecho  de  la  y  de  la  propiedad  industrial  e  intelectual”,  organizado  por  la

Universidad de Vigo y celebrado los días 27 y 28 de septiembre de 2021 en el

Salón de grados de la Facultad de Ciencias Jurídicas y del Trabajo.

c) “Congreso  Latinoamericano  sobre  Inteligencia  artificial  y  economía  digital:

desafíos jurídicos y económicos” organizado por la Universidad de Santiago de

Compostela y celebrado los días 13, 14 y 15 de octubre en el que el presidente de

la CGC intervino en el panel temático “Libre competencia y sostenibilidad:  ¿un

nuevo paradigma en el siglo de la economía digital?”

d) “International Congres: Valencia International Meeting on Competition Law 2021:

new horizons for  competition law organizado por  la  Universidad de Valencia  y

celebrado en la Facultad de Derecho los días 16 y 17 de diciembre en el que el

subdirector de investigación intervino con la conferencia “State Aid in Times of

Crisis. The European Response to the Pandemic”

Proyecto Municipios y competencia

En 2021 la CGC se incorporó al proyecto Municipios y competencia. Ese año la CNMC

inicio un proyecto colaborativo con las autoridades autonómicas de competencia que vo-

luntariamente quisieran incorporarse, para mejorar la calidad de la regulación y la inter-

vención municipal a través del análisis de las barreras a la competencia más comunes en

la actuación de los municipios. Las actuaciones municipales tienen un impacto muy im-

portante sobre la competencia en los mercados. Por ello, la promoción de la competen-

cia en el ámbito local es especialmente relevante.

La participación de la Comisión Gallega de la Competencia en este proyecto ha sido me-

diante la elaboración de un documento de trabajo centrado en las prórrogas de las conce-

siones de los servicios públicos en tres ámbitos de actividad: abastecimiento/tratamiento

de aguas, residuos sólidos urbanos y transporte urbano de viajeros. Las concesiones son
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generalmente contratos de larga duración y cuantías elevadas que presentan potenciales

restricciones a la competencia por cuanto suponen un cierre del mercado para posibles

nuevos entrantes. Tanto la duración inicial como la posible utilización de prórrogas de di-

chas concesiones debe estar debidamente justificadas por la Administración contratante,

argumentando las razones para su puesta en práctica frente a otros sistemas menos res-

trictivos de la competencia.

El próximo 8 de junio, en la Facultad de Derecho de la Universidad de Santiago de Com-

postela se celebrará una jornada, organizada por la CNMC y la CGC, donde administra-

ciones y diversos actores implicados debatirán sobre los retos de las prórrogas de conce-

siones para la competencia y la regulación.
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1.1. Actividades de defensa de la competencia

Las siguientes tablas representan la actividad de la CGC en materia de defensa de la

competencia.

EXPEDIENTES
Nº TIPO FECHA

RESOLU-
CIÓN

NOMBRE

1/2021 Vigilancia 31/03/2021 Arquitectos de Galicia
INICIO Tras denuncia
FINAL Cumplimiento  y

declaración  de
cierre

IMPORTE N/A

EXTRACTO
Esta primera Resolución se dicta en relación con el Expediente VATC5/2016 ARQUI-
TECTOS DE GALICIA, cuyo objeto se refería a la vigilancia de la Resolución de 26 de
diciembre  de  2019  Resolución  9/2019,  ARQUITECTOS  DE  GALICIA.  La  mercantil
CONSTRUCCIONES CESANVI, S.L. presentó en su día ante la CNMC un escrito de
denuncia por presuntas prácticas prohibidas por la legislación de competencia consis-
tentes en la aprobación y publicación de un “baremo de mínimos del Colegio de Arqui-
tectos de Galicia”. En ejercicio de la asignación de competencia prevista en el artículo 1
de la Ley 1/2002, de coordinación de competencias entre el Estado y las Comunidades
Autónomas en materia de defensa de la competencia, se dio traslado a la CGC. La
Subdirección de Investigación de la Comisión Gallega de la Competencia (SUBDIR),
inició una información reservada para obtener la información necesaria y esclarecer la
veracidad de los hechos denunciados y su trascendencia jurídica. Sin embargo, final-
mente elevó al Pleno propuesta de no incoar expediente sancionador y archivar las ac-
tuaciones llevadas a cabo, conforme lo previsto en el artículo 49.3 de la LDC. No obs-
tante, a raíz de la devolución por el Pleno a la SUBDIR del expediente, se acordó por
esta última la incoación de Expediente Sancionador 5/2016 ante la existencia de indi-
cios racionales de una posible conducta prohibida por el artículo 1 de la LDC, consis-
tente en mantener a disposición de los colegiados un verdadero baremo de honorarios,
lo que fue notificado a los interesados en tiempo y forma. Frente a esta incoación, el
Colegio Oficial de Arquitectos de Galicia (COAG) presentó una solicitud de inicio del
procedimiento mediante Terminación Convencional,  por lo que la SUBDIR acordó la
suspensión del procedimiento para el posterior inicio de las actuaciones tendentes a di-
cha forma de terminación. El Colegio Oficial de Arquitectos de Galicia manifestó una
serie de compromisos, que resultaron suficientes a juicio de la SUBDIR, por lo que fue-
ron elevados al Pleno, que resolvió declarando y aprobando la advertida Terminación
Convencional del Expediente Sancionador 5/2016. La SUBDIR y el Pleno han llevado a
cabo un análisis del cumplimiento satisfactorio de los compromisos adquiridos en su
momento por el COAG, resolviendo el Pleno, en la fecha ut supra, que consideraba sa-
tisfechas las obligaciones aprobadas en su día, declarando el cierre de la vigilancia.
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Nº TIPO FECHA
RESOLU-
CIÓN

NOMBRE

2/2021 Artículo  1 de la
LDC

22/10/2021 Transporte de viajeros por carretera

INICIO Tras denuncia
FINAL Archivo IMPORTE N/A
EXTRACTO
La presente Resolución se dicta en relación con los Expedientes de Información Reser-
vada 11/2020, 12/2020, 21/2020 y 7/2021, por la posible existencia de prácticas prohi-
bidas por la LDC. El 21 de enero de 2020 la CNMC recibió una denuncia de una perso-
na física, en nombre y representación de la mercantil HEDEGASA, S.L., por la que se
argumentaba la presunta existencia de irregularidades en los pliegos de condiciones de
las licitaciones de la Xunta de Galicia para el servicio de transporte de viajeros por ca-
rretera en Galicia, pues, en su opinión, podrían constituir, como ya se ha referido, una
infracción de la LDC. Esa denuncia fue remitida por la CNMC a la CGC, en cumplimien-
to de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado
y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la Competencia. La SUBDIR
acordó elevar al Pleno de la CGC una propuesta de archivo sin incoación del procedi-
miento sancionador en sus diligencias de información reservada, al no apreciar indicio
de práctica prohibida por la LDC. El Pleno de la CGC, con fecha 1 de julio de 2020, re-
solvió en el mismo sentido que la SUBDIR. No obstante, posteriormente la CNMC remi-
tió nuevos escritos a esta Comisión, por lo que la SUBDIR decidió, de conformidad con
el artículo 49.2 de la LDC, llevar a cabo nuevas actuaciones y estudios. Sin embargo,
la citada SUBDIR decidió, con fecha 15 de julio de 2021, poner fin a las indagaciones
desarrolladas y proponer al Pleno el archivo de dichas actuaciones en virtud de las de-
nuncias presentadas por la CONFEDERACIÓN INTERSINDICAL GALLEGA (CIG) y
por TRAVIESO CONSULTORES DE GESTIÓN Y SOFTWARE DE TRANSPORTE DE
VIAJEROS, S. L., y las presentadas anónimamente también ante la CNMC identifica-
das cómo IR 11/2020, 12/2020, 21/2020 y 7/2021, sin perjuicio de que la aparición de
nueva información al respeto pudiera haber dado lugar a nuevas actuaciones y, en su
caso, a una valoración diferente de los hechos. El Pleno de la CGC resolvió en sentido
análogo, archivando sin incoación.
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Nº TIPO FECHA
RESOLU-
CIÓN

NOMBRE

3/2021 Artículo  3 de la
LDC

11/11/2021 Licitación Universidad de Vigo

INICIO Por remisión de la Gerencia de la Universidad de Vigo
FINAL Sanción IMPORTE LACERA SERVICIOS Y MANTENI-

MIENTO S.A.: Ciento setenta y cinco mil
cuatrocientos trece euros con setenta y 
cinco céntimos (175.413,75 €).

EXTRACTO
La Resolución se dicta en relación con el Expediente Sancionador 8/2019 referente a
irregularidades en el procedimiento de adjudicación correspondiente a un servicio de
limpieza respetuoso con el medioambiente y con la seguridad y salud laboral en distin-
tos centros de la Universidad de Vigo, en cuanto podrían existir prácticas prohibidas
por la LDC. Fue la Gerencia de la Universidad de Vigo quien remitió a la CGC una co-
pia de la Resolución Rectoral, por la que se acordaba desistir de procedimiento de ad-
judicación e iniciar un nuevo procedimiento de licitación por la constatación de hechos
que podrían ser constitutivos de infracción no subsanable al amparo del artículo 132.3
de la Ley 9/2017,  de 8 de noviembre,  de Contratos del Sector Público (LCSP). Se
acompañó copia del Expediente administrativo. Ante la existencia de indicios razona-
bles de una posible conducta prohibida por la LDC, consistentes en que el entonces
concesionario, LACERA SERVICIOS Y MANTENIMIENTO, S.A., habría informado al
órgano de contratación, de costes laborales superiores a los que realmente tenía res-
pecto del personal a subrogar, costes que fueron los que se tuvieron en cuenta como
referencia para diseñar el nuevo contrato y que fueron los que consideraron los licitado-
res para presentar sus ofertas, lo que les pudo inducir a error al elaborar sus ofertas a
partir de unos costes laborales no adecuados a los costes reales, falseándose de este
modo las condiciones de competencia en la referida licitación pública. Tras los trámites
y pasos habituales que siguen a una incoación, el Pleno resolvió:

Declarar acreditada la existencia de una infracción del artículo 3 de la Ley de
Defensa de la Competencia consistente en el falseamiento de la libre compe-
tencia por actos desleales consistente en la aportación de información que no
era cierta al órgano de contratación de la Universidad de Vigo respecto del nú-
mero y condiciones laborales de los trabajadores subrogables en el Expediente
315/2019 “SERVICIO DE LIMPIEZA RESPETUOSO CON EL MEDIOAMBIEN-
TE Y CON LA SEGURIDAD Y SALUD LABORAL EN DISTINTOS CENTROS
DE LA UNIVERSIDAD DE VIGO - LOTE 7” incumpliendo lo previsto en el art.
130 de la LCSP.
Declarar responsable de dicha infracción a la mercantil imponiendo una sanción
consistente en una multa de 175.413,75 euros e instando a la empresa a que
en el futuro se abstenga cometer prácticas como las que constituyen el objeto
de esa Resolución.
Remitir esta resolución a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de
la Comunidad Autónoma de Galicia a los efectos de que determine el determine
la duración y alcance de la prohibición de contratar ya al no ser determinada ex-
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presamente en la resolución éstos deberán ser fijados en un procedimiento ad
hoc al que se refiere el art. 72.2 LCSP. En la medida en que esta Resolución no
fija la duración y alcance de la prohibición de contratar, deberá determinarse
mediante procedimiento tramitado de acuerdo con el artículo 72.2 de la LCSP.
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Nº TIPO FECHA
RESOLU-
CIÓN

NOMBRE

4/2021 Artículo  1 de la
LDC

20/12/2021 Consejo  Gallego de Colegios  Veterina-
rios

INICIO Tras denuncia
FINAL Terminación

convencional
IMPORTE N/A

EXTRACTO
La Resolución se dicta en relación con el Expediente Sancionador 18/2020, ante la co-
municación recibida por la Subdirección de Investigación (SUBDIR) de esta Comisión,
procedente de la Dirección de Competencia de la CNMC, en base a una denuncia del
COLEGIO DE VETERINARIOS DE A CORUÑA contra el CONSEJO GALLEGO DE
VETERINARIOS (CGV) por una posible infracción de la LDC. La incoación se funda-
mentó en la fijación de los honorarios de los veterinarios por la colocación de un micro-
chip en animales de compañía, por 12 euros, que posteriormente debía ser facturado al
CGV por un importe de 26 euros, según un Convenio de colaboración firmado en el
marco de la crisis sanitaria por COVID-19. Tras los trámites de información reservada
(IR) y a la vista del análisis de toda la documentación, la SUBDIR acordó la incoación
del expediente sancionador, por una práctica restrictiva de la competencia del artículo 1
LDC, consistente en la fijación, de forma directa o indirecta, de precios o de otras con-
diciones comerciales o de servicio, como consecuencia de las decisiones y actos adop-
tados por dicho Consejo Gallego de Veterinarios para desarrollar el citado Convenio.
Tras nuevos requerimientos de información, comunicaciones, y las preceptivas fases
sucesivas del procedimiento, la SUBDIR finalmente elevó una propuesta de termina-
ción convencional al Pleno de la CGC, quien declaró y aprobó los compromisos por
considerarlos adecuados, suficientes y vinculantes.
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Nº TIPO FECHA
RESOLU-
CIÓN

NOMBRE

5/2021 Artículo  1 de la
LDC

30/12/2021 Licitación  suministro  Universidad  de
Santiago de Compostela

INICIO Por remisión del TACGal
FINAL Sanción IMPORTE MONTEVERDE EQUIPAMIENTOS, SL 

(NIF B82084062): Dieciséis mil seiscien-
tos cincuenta y dos euros con seis cénti-
mos (16.652,06 euros), (3% del volumen
de negocio total).

ELÍAS JADRAQUE, SA (NIF 
A28745495): Setenta mil quinientos 
ochenta y seis euros con seis céntimos 
(70.586,06 euros), (3% del volumen de 
negocio total).

D. IGNACIO JADRAQUE SÁNCHEZ, 
con DNI 01178216H, Administrador úni-
co de la empresa MONTEVERDE EQUI-
PAMIENTOS, SL doce mil euros 
(12.000,00€).

D. ELÍAS JADRAQUE ASENJO, con 
DNI 03046349E, Administrador único de 
la empresa ELÍAS JADRAQUE, SA: 
Doce mil euros (12.000,00€).

EXTRACTO
La presente Resolución tiene origen en el Expediente Sancionador S 2/2020, que trajo
causa de la remisión con fecha 5 de febrero de 2020 por el Tribunal Administrativo de
Contratación Pública de Galicia (en adelante, TACGal), en relación con los recursos
acumulados interpuestos —y finalmente desestimados— por MONTEVERDE EQUIPA-
MIENTOS, S.L. y ELÍAS JADRAQUE, S.A., en relación a la contratación, mediante pro-
cedimiento negociado sin publicidad, para la adquisición de un equipo para la realiza-
ción de uniones finger joint para madera estructural y equipos auxiliares con destino al
Laboratorio de la Plataforma de Ingeniería de Madera Estructural (PEMADE) de la Uni-
versidad de Santiago de Compostela (USC). La CGC constató la existencia de una
conducta prohibida por el artículo 1 de la LDC, y así resolvió el Pleno, constitutiva de
infracción y desarrollada por las mercantiles referenciadas, como colusión en un con-
trato público.

Se impusieron a las empresas MONTEVERDE EQUIPAMIENTOS, SL y ELÍAS JA-
DRAQUE, SA como personas jurídicas, la sanción prevista en el artículo 63.1.c) y a D.
IGNACIO JADRAQUE SÁNCHEZ, Administrador único de la empresa MONTEVERDE
EQUIPAMIENTOS, SL y D. ELÍAS JADRAQUE ASENJO, Administrador único de la
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empresa ELÍAS JADRAQUE, SA como personas físicas la sanción prevista en el artí-
culo 63.2 LDC. La cuantía de las sanciones fue:

MONTEVERDE EQUIPAMIENTOS, SL:  Dieciséis  mil  seiscientos  cincuenta  y
dos euros con seis céntimos (16.652,06 euros), (3% del volumen de negocio to-
tal).
ELÍAS JADRAQUE, S.A: Setenta mil quinientos ochenta y seis euros con seis
céntimos (70.586,06 euros), (3% del volumen de negocio total).
D.  IGNACIO  JADRAQUE  SÁNCHEZ,  Administrador  único  de  la  empresa
MONTEVERDE EQUIPAMIENTOS, SL doce mil euros (12.000,00€).
D. ELÍAS JADRAQUE ASENJO, Administrador único de la empresa ELÍAS JA-
DRAQUE, SA: Doce mil euros (12.000,00€).

Por tanto, además de las dos sociedades, se declararon también responsables de la in-
fracción a sus respectivos administradores, imponiéndoles multas.
Por último, se estableció la prohibición de contratar en lo que respectaba a cualquier
contrato de suministro convocado por la Administración Pública Gallega, sin perjuicio
del sentido en que la Junta Consultiva de Contratación de Galicia y/o el Tribunal Supe-
rior de Justicia de Galicia se pronunciase posteriormente.  
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2. Revisión judicial de las actuaciones de la CGC

1º.- La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, de 5 de noviembre de 2021

confirmó la Resolución de la CGC 3/2020 Arriva Noroeste S.L. (en la actualidad Arriva

Galicia S.L.) y la sanción en ella impuesta.

La Sección 003 de la Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justi-

cia de Galicia confirmó la Resolución 3/2020, de 8 de julio, Arriva Noroeste S.L. (en la ac-

tualidad Arriva Galicia S.L.) aprobada por la Comisión Gallega de la Competencia (CGC)

al desestimar el recurso contencioso presentado por Arriva Galicia S.L. contra la misma.

Dicha Resolución declaró acreditada la existencia de una infracción del artículo 3 de la

Ley de Defensa de la Competencia consistente en el falseamiento de la libre competencia

por actos desleales consistente en la aportación de información que no era cierta tanto en

la licitación pública convocada para la gestión del servicio público de transporte regular

de viajeros de uso general por carretera denominado XG-533 “A Mariña, Viveiro, Riba-

deo, con anexos”, así como, una vez resuelto el concurso, en el momento del cumpli-

miento por parte de la empresa que resultó adjudicataria. En esta Resolución fue impues-

ta una sanción de 192.030 euros a Arriva Galicia S.L. que fue confirmada por la senten-

cia.

2º.- La sentencia del Tribunal  Superior  de Xustiza de Galicia, de 26 de noviembre de

2021 confirma la Resolución de la CGC 4/2020 – LICITACIÓN TRANSPORTE ESCOLAR

y la sanción en ella impuesta.

La Sección 003 de la Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Xus-

tiza de Galicia confirmó la Resolución de la CGC 4/2020 – LICITACIÓN TRANSPORTE

ESCOLAR aprobada por  la  Comisión  Gallega  de  la  Competencia  (CGC)  al  desesti-

mar el recurso  contencioso presentado  por  la  empresa AUTOS MORAN S.L. contra  la

misma.  Dicha Resolución  declaró acreditada la  existencia  de una  infracción  del artícu-

lo 1 de la Ley de Defensa de la Competencia consistente en la colusión por las empresas

MURALLA BUS S.L. AUTOCARES DARRIBA, S.L. (que no presentaron recurso conten-

cioso  administrativo) y AUTOS  MORÁN  S.L, en  un  contrato  público,  concretamen-

te en el Expediente  de  contratación  pública  del servicio de  realización  de las  rutas  de

transporte escolar a varios centros de enseñanza pública de las provincias de A Coruña,

Lugo y Ourense para el curso escolar 2018/2019 (Expediente 1A/2018/TE, de la Conse-

llería de Cultura, Educación e Ordenación Universitaria, de la Xunta de Galicia). Dicha
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conducta prohibida se tipifica, a los efectos de la determinación de la sanción, como in-

fracción muy grave, del artículo 62.1 letra a) LDC.

En esta Resolución fue impuesta a AUTOS MORAN S.L. una sanción de 100.044,67 eu-

ros que fue conformada por el Tribunal.

Además, en la  Resolución de acordó,  de  conformidad  con  el art.  33.2  b)  del Decreto

118/2016,  de 4 de agosto,  por el que se crea el Instituto Gallego del Consumo y de la

Competencia y se aprueban sus estatutos, con el art. 72.2 de la LCSP y el art. 53.2.b) de

la LDC, el establecimiento de la prohibición de contratar a las empresas MURALLA BUS

S.L., AUTOCARES DARRIBA, S.L., y AUTOS MORÁN S.L en lo que respecta a las licita-

ciones convocadas por la Xunta de Galicia relativas a los servicios de transporte regular

de viajeros de uso especial (escolar) en el ámbito de la provincia de Lugo con una dura-

ción de 3 meses.

3º.- El Tribunal Superior de Justicia de Galicia confirmó la resolución R 3/2019, de 27 de 

junio, licitación servicio de salvamento y socorrismo y las sanciones en ella impuestas.

La Sección 003 de la Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Xus-

tiza de Galicia confirmó la Resolución R 3/2019, de 27 de junio, "licitación servicio de sal-

vamento y socorrismo" pronunciada por la Comisión Gallega de la Competencia ( CGC) 

al desestimar tres  recursos contenciosos acumulados presentados contra a misma.

 

Dicha Resolución declaró acreditada la existencia de una infracción del artículo 1 de la

Ley de Defensa de la Competencia consistente en un cártel que se articuló a través de la

coordinación entre dos entidades para presentarse la una licitación del Ayuntamiento de

A Coruña y declaró responsables de la esta infracción a la Federación de Salvamento y

Socorrismo de Galicia y a la mercantil  Top  Rescue  S. L. imponiendo  una multa de

15.232,9  euros  a  la Federación  de  Salvamento  de  Socorrismo  de  Galicia  y  otra  de

11.567,71 euros a Top  Rescue  S. L. Asimismo se impuso a la representante de ambas

entidades (presidenta de la FESSGA y propietaria y administradora única de Top Rescue 

S. L.) una multa de 15.000 euros.

 

En esta resolución a CGC imponía por primera vez una sanción personal al representante

legal de una persona jurídica.

4º.- El Tribunal Superior de Justicia de Galicia en sentencia de 17 de marzo de 2021 des-

estimó una reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración, por deficien-
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te funcionamiento de sus servicios públicos, en esta caso del Instituto Gallego de Consu-

mo y de la Competencia, por daños derivados de la publicación de una nota de prensa

por el Consello Galego da Competencia en la página web de dicho Instituto, el día 15 de

julio de 2011, en la que se daba cuenta de una carta dirigida a los centros escolares que

utilizan uniforme escolar en Galicia, en el marco de las actuaciones de promoción de la

competencia.

La sentencia desestimó el recurso contencioso administrativo interpuesto por la entidad

mercantil Ralpy Uniformes y Deporte, S.L. contra una resolución de la Secretaría General

Técnica de la Consellería de Economía, Emprego e Industria de la Xunta de Galicia, dic-

tada por delegación del Conselleiro en fecha 13 de diciembre de 2019, desestimatoria de

recurso de reposición planteado frente a otra, de 1 de agosto anterior, por la que se des-

estimó solicitud deducida por la actora esa reclamación de responsabilidad patrimonial .

La sentencia impuso las costas procesales a la parte recurrente
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4.- PLAN DE ACTIVIDADES Y OBJETIVOS 2022.

Defensa de la competencia.

El objetivo de la Ley de Defensa de la Competencia, y por tanto de la CGC como aplica-

dora de esta ley en Galicia, es restablecer la equidad en los mercados cuando la conduc-

ta de los operadores económicos consista en pactar precios, repartirse los clientes o re-

partirse zonas geográficas, abusar de su posición de dominio o de falseen la competencia

por actos desleales cuando afecten al interés general

Durante el año 2022 se resolverán los expedientes que una vez tramitada la correspon-

diente  Información Reservada, una vez que sea asignado a la CGC, después de haber

sido incoado, elaborado su Plan de Concreción de Hechos (PCH), presentadas alegacio-

nes por los interesados a ese PCH, elaborada la propuesta de Resolución por la SUBDIR

y presentadas, en su caso, alegaciones por los interesados a esta Propuesta de Resolu-

ción.

La existencia de un plazo temporal para la resolución de estos expedientes los convierte

en la prioridad de actuación de la CGC.

Promoción de la competencia

La promoción de la competencia es otra de las funciones que desarrollan las Autoridades

de la Competencia que consiste en fomentar el funcionamiento competitivo dos merca-

dos, a través de una pluralidad de herramientas y mecanismos no sancionadores que

pueden ser consultas, emisión de informes u organización o participación en jornadas.

Por la promoción de la competencia se difunden valores positivos asociados la existencia

de una competencia efectiva en los comprados, fundamentalmente para prevenir la apari-

ción de conductas anticompetitivas.

Se categorizan en tres sus  informes: informes de Promoción de la Competencia ( IPRO),

por medio del cual la CGC quiere manifestar su posición sobre los problemas de compe-

tencia que se están detectando en los diferentes ámbitos económicos en Galicia, Infor-

mes de función consultiva (IFC) que se emiten sobre cuestiones relativas a la defensa de

la competencia, a solicitud del Parlamento de Galicia, el Consello de la Xunta de Galicia,
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sus consejeros o consejeras, corporaciones locales de Galicia, asociaciones de personas

consumidoras y usuarias o de empresarios/as o productores/as y los informes de proyec-

tos normativos (IPN)

Los Informes de función consultiva y de proyectos normativos se emitirán a instancia de

terceros, por lo que no se puede determinar con antelación el número de ellos que apro-

bará el Pleno de la la CGC durante el año 2022. Dentro de los Informes de Promoción en-

tre los previstos para el año 2022 se encuentran previstos la ejecución de un Informe so-

bre el establecimiento de un sistema de índices de referencia del precio de alquiler de la

vivienda, otro sobre la concentración bancaria en Galicia desde el punto de vista de la

competencia,  otro sobre el  impacto de las actuaciones  públicas  municipales  sobre la

competencia y la prórroga de las concesiones de los servicios públicos, y por último otro

sobre el sistema de doble ancho de vía en los accesos ferroviarios de alta velocidad a

Galicia y su repercusión en la competencia.

Formación en materia de competencia

Durante el año 2022 continuara la CGC en sus Formación funcionarios en materia de

competencia en colaboración con la EGAP.

Contratación pública

Contratación pública y competencia es un tema que presenta una cierta novedad. No es

hasta fechas muy recientas hasta cuando las Autoridades que formamos parte del Siste-

ma Español de Defensa de la Competencia empezamos a otorgar la atención que requie-

ra la aplicación a la contratación pública de la LDC de acuerdo con el peso que la misma

tiene en la económica nacional.

La experiencia de otros países indica que la colusión o la competencia fraudulenta en el

ámbito de la contratación pública es frecuente. Y en todos los países, así una encuesta

realizada por la Comisión de Contratación Pública de Suiza reveló que el 50% de las em-

presas participantes en licitaciones públicas habían estado involucradas en conductas co-

lusorias y en otro tan distante como Indonesia, hace ya algunos años casi el 50% de las

resoluciones de la autoridad de defensa de la competencia eran relacionadas con carte-

les en el ámbito de la contratación pública. ¿Por qué se debe de aplicar la competencia

también a la contratación pública? La competencia efectiva garantiza:
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a) la asignación eficiente de los recursos,

b) fomenta la productividad de los agentes económicos e

c) incentiva la innovación.

El resultado es una mejora del bienestar del conjunto de la sociedad, ya que la eficiencia

productiva se traslada al consumidor en forma de precios inferiores y de una mayor varie-

dad y calidad de los bienes o servicios ofrecidos. Pero también a través de la competen-

cia, las Administraciones Públicas y la sociedad se benefician de las mejores ofertas en

relación con los bienes y servicios que van a contratar, en términos de precio, calidad e

innovación, contribuyendo a la generación de valor social y económico y garantizando la

libre concurrencia, la competitividad y la igualdad de oportunidades.

Los costes económicos para la Administración, y por tanto para el contribuyente, por la

falta de competencia en la contratación pública son muy elevados. La CNMC estima que

en ausencia de presión concurrencial se pueden originar desviaciones medias, al alza,

del 25% del presupuesto de la contratación pública. En España, a nivel agregado, esto

podría implicar hasta un 4,6% del PIB anual, aproximadamente 47.500 millones de euros/

año. (cifras del año 2015), de tal manera que la Administración está pagando un precio

mucho más elevado por el aprovisionamiento de bienes y servicios.

La Ley de Contratos del Sector Publico de 2017 (Ley 9/2017, de 8 de noviembre) otorgó

una especial relevancia a las Autoridades de Competencia y a la lucha contra las prácti-

cas anticompetitivas en la contratación pública.

Por todos estos motivos, las autoridades de competencia se muestran especialmente ac-

tivas en la aplicación de la política de competencia en la contratación pública. Y en este

sentido debemos de señalar que un 45% de los expedientes tramitados por la Comisión

Gallega de la Competencia durante los años 2019, 2020 y 2021 fueron expedientes que

tenían por objeto analizar casos de infracción de las normas de competencia en una lici-

tación pública. De estos expedientes, un 33% fueron incoados por denuncias de operado-

res competidores, un 22% tuvieron su origen en comunicaciones del Tribunal Administra-

tivo de Contratación Pública de Galicia (TACGAL) y un 45% tuvieron su origen en una co-

municación realizada por la propia administración (local, autonómica o universitaria).

Durante el año 2022 seguirá la CGC prestando una especial atención en la vigilancia en

materia de contratación público como mercado con riesgo de colusión.
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Colaboración con la CNMC y las autoridades autonómicas de competencia

Durante el año 2022 continuará el proyecto “Municipios y competencia” en el que colabo-

ran la CNMC y las autoridades autonómicas de Competencia. Dentro de ese proyecto la

CGC organizará con la CNMC el día 8 de junio un Evento Municipios y competencia -

Prórrogas De Concesiones, que se celebrará en la Facultad de Derecho de la Universi-

dad  de  Santiago  de  Compostela  (con  retransmisión  en  el  canal  de  YouTube  de  la

CNMC). En esta jornada administraciones públicas y diversos actores implicados debati-

rán sobre los retos de las prórrogas de concesiones para la competencia y la regulación.

Seguiremos  defendiendo  una visión  descentralizada  y autonomista  del  derecho de la

competencia, colaborando con las Autoridades autonómicas de Competencia. Y así se

prestaremos una especial atención a la tramitación de la reforma a LDC en el Congreso

de los Diputados.

Colaboración con Universidades

La CGC continuará su colaboración con las universidades gallegas en materia de dere-

cho de la competencia. Asimismo, aprobará este año 2022 un convenio, a través del Insti-

tuto Galego de Consumo e Competencia, para a formación de alumnos de cursos de es-

pecialización en materia de derecho de la competencia con el objetivo de que puedan

realizar prácticas en la CGC.

Programas de cumplimento, “compliance”.

En las organizaciones empresariales que son complejas (con personal directivo, comer-

ciales, empleados de distinta naturaleza, etc.) pueden existir riesgos de que se produzca

practicas contraria a la libre competencia con infracción de la normativa española o euro-

pea de defensa de la competencia. No siempre esas conductas son aprobadas o conoci-

das por los órganos de dirección, pero no exime a esa organización de su responsabili-

dad y, en su caso, de la posible incoación del correspondiente expediente sancionador

por la autoridad que sea competente.

La empresa tiene instrumentos para reducir los riesgos de que se cometan infracciones

del Derecho de la competencia en el seno de su organización, evitando así las graves

consecuencias derivadas de la comisión de ese ilícito (multas, indemnizaciones por da-
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ños, nulidad de contratos, prohibiciones de contratar y costes reputacionales. Y lo puede

hacer mediante la instauración de una política de prevención.

Cualquier organización empresarial moderna que quiera evitar las consecuencias de ser

objeto de un expediente de defensa de la competencia, requiere el establecimiento de un

“programa de cumplimiento” en materia de competencia.

Este deberá de tener por objeto además de formar en la cultura de la libre competencia a

los órganos que tomen las decisiones estratégicas de la empresa, a los directivos y a los

empleados; detectar con rapidez las posibles conductas restrictivas de la competencia

que pudieran darse en torno a la empresa; y establecer medidas correctoras en caso de

comisión de esas conductas.

La implantación de programas de cumplimiento se encuentra muy extendida en el ámbito

empresarial. Estos programas se han centrado fundamentalmente en materia penal don-

de, como consecuencia de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, sobre la responsabili-

dad penal de las personas jurídicas, se normativizó la posibilidad de beneficiarse de una

exención o atenuación de la pena en caso de tener implantado un sistema de cumpli-

miento efectivo.

Las empresas han extendido estos programas de cumplimiento a otros ámbitos como el

laboral, medioambiental, ciberseguridad y también en materia de defensa de la compe-

tencia. Es cierto que la legislación de competencia todavía no prevé expresamente los

programas cumplimiento como un supuesto de exención o atenuación de las sanciones

en caso de infracción. Pero dentro de las labores de promoción que desarrollan las autori-

dades de competencia se encuentra el fomento del Compliance en este ámbito.

La CGC se marca como una de sus actividades de promoción la difusión de los progra-

mas de cumplimento en el ámbito empresarial de Galicia.
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